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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunido en Zamora el día 4 de junio 
de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, consejera  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 197/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 8 de mayo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los perjuicios ocasionados en su negocio por las medidas 
adoptadas en un expediente sancionador posteriormente anulado por 
sentencia judicial. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de mayo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 197/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 3 de octubre de 2025 D. yyyy presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, por los perjuicios 
económicos derivados del cierre de su establecimiento, situado en el número 
15-17 de la calle cccc de esa ciudad, como consecuencia de un expediente 
municipal sancionador por superar los niveles máximos admisibles de ruido, 
que posteriormente fue anulado por sentencia judicial. Cuantifica la 
indemnización en 27.786,11 euros. 
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Segundo.- El 8 de octubre de 2025 el Ayuntamiento admite a trámite 
la solicitud de responsabilidad patrimonial, designa instructor y requiere de 
subsanación al reclamante.  

 
Tercero.- El 23 de octubre el reclamante subsana y amplía su 

reclamación. Cuantifica la indemnización en 30.548,49 euros. En virtud de la 
ampliación, el 29 de octubre se le requiere de nueva subsanación, que es 
cumplimentada el día siguiente. 

 
Cuarto.- Se solicita informe al Servicio de Policía Administrativa y 

Actividades Clasificadas, que es emitido con fecha 14 de noviembre de 2025 y 
unido al expediente. El 11 de noviembre de 2025 el Ayuntamiento da traslado 
de la reclamación a su compañía de seguros. 

 
Quinto.- El 19 de noviembre de 2025 se da trámite de audiencia a los 

interesados. El reclamante lo cumplimenta el 3 de diciembre de 2025. 
 
Sexto.- El 5 de diciembre de 2026 el servicio jurídico del Ayuntamiento 

informa la procedencia de la desestimación de la reclamación planteada. 
 
Séptimo.- El 7 de mayo de 2026 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación, por haber prescrito la acción para reclamar.  
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
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Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC.  
 
La competencia para resolver la reclamación corresponde al alcalde, sin 

perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a los 
artículos 21.1.s) y 23.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo 
segundo, de la LPAC. En el presente caso, la competencia ha sido delegada en 
la Junta de Gobierno Local por resolución de 23 de junio de 2.023. 

 
4ª.- En cuanto al requisito de la interposición de la reclamación en 

tiempo hábil de acuerdo con lo establecido en el artículo 67.1 de la LPAC, es 
en este caso la cuestión esencial a examinar, al objeto de establecer si la 
propuesta de resolución sobre la que ha de pronunciarse este Consejo se 
ajusta o no a la legalidad vigente.  

 
La propuesta de resolución considera que procede desestimar la 

reclamación de responsabilidad patrimonial, alegando que cuando la misma se 
presentó ya había prescrito la acción para reclamar. 

 
Argumenta la propuesta que, “conforme a lo dispuesto en el artículo 

67.1 de la Ley 39/2015: ̀ El derecho a reclamar prescribirá al año de producido 
el hecho o el acto que motivó la indemnización o se manifieste el efecto lesivo. 
En los casos en los que proceda reconocer derecho a indemnización por 
anulación en vía administrativa o contencioso-administrativa de un acto o 
disposición de carácter general, el derecho a reclamar prescribirá al año de 
haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia definitiva´”. 

 
Continúa la argumentación indicando que en el presente caso se está 

ejerciendo la responsabilidad patrimonial por la nulidad de un acto que se 
acordó en resolución administrativa, concretamente en resolución de Alcaldía 
de 18 de julio de 2024, por lo que el plazo de un año empezó a computar 
desde la notificación de dicha notificación. 

 
Añade la propuesta que, “como consta en los autos del Procedimiento 

Ordinario 75/2023 (…), dicha resolución se le notificó en el seno de dicho 
procedimiento el 22 de julio de 2024”. Y que de hecho existe constancia de 
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que lo conocía porque el 31 de julio de 2024 presentó un escrito de alegaciones 
frente a dicha resolución.  

 
Concluye su argumento señalando que “parece claro que antes del 3 de 

octubre de 2024, la reclamante tuvo conocimiento efectivo de la Resolución 
de 18 de julio de 2024 que anulaba los actos administrativos de los que trae 
causa la presente reclamación de responsabilidad patrimonial. Como la 
reclamación se ha formulado el 3 de octubre de 2025, es decir, transcurrido 
más de un año desde la notificación de la resolución administrativa anulatoria, 
la acción para reclamar debe entenderse prescrita”. 

 
Añade además que “el auto nº 113/2024, de 2 de octubre, no declara 

la nulidad de los actos administrativos impugnados, sino que se limita a dar 
por terminado el procedimiento por su anulación en la vía administrativa”. 

 
Expuestos los términos de la propuesta, procede comenzar indicando 

que cuando el artículo 67.1 de la LPAC se refiere a la notificación de “la 
resolución administrativa o la sentencia definitiva” no está ofreciendo dos 
posibilidades para elegir la que mejor convenga en cada ocasión. No es una 
cuestión opcional de carácter voluntario, sino la de seleccionar aquella de las 
dos que esté dotada de la cualidad de definitiva. No solo porque esa cualidad 
es la que permite a la resolución administrativa desplegar todos sus efectos y, 
por tanto, iniciar el cómputo de la prescripción; sino además porque un 
principio básico de seguridad jurídica exige que el cómputo para la prescripción 
no se pueda iniciar mientras el administrado legalmente no sepa que es 
definitiva. En el presente caso, la resolución administrativa no es definitiva 
hasta que el juez no la haya verificado. 

 
Iniciado por el recurrente un procedimiento en la jurisdicción 

contencioso administrativa solicitando la nulidad de la resolución sancionadora 
que le había sido impuesta por la Administración, ésta (la Administración), 
estando pendiente dicho proceso, dicta una resolución administrativa que 
anula la anterior (la impugnada en ese procedimiento judicial). Esa nueva 
resolución administrativa que anula la anterior no es definitiva, pues, aun 
cuando reconoce lo solicitado por el demandante, lo hace cuando ya está 
abierto un procedimiento judicial sobre dicho objeto y, por lo tanto, es el juez 
el que se tiene que pronunciar sobre la misma. Así, el artículo 76 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa establece lo siguiente: 
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“1. Si interpuesto recurso contencioso-administrativo la 
Administración demandada reconociese totalmente en vía administrativa las 
pretensiones del demandante, cualquiera de las partes podrá ponerlo en 
conocimiento del Juez o Tribunal, cuando la Administración no lo hiciera. 

 
»2. El letrado o letrada de la Administración de Justicia mandará 

oír a las partes por plazo común de cinco días y, previa comprobación de lo 
alegado, el juez, la jueza o el tribunal dictarán auto en el que declarará 
terminado el procedimiento y ordenará el archivo del recurso, si el 
reconocimiento no infringiera manifiestamente el ordenamiento jurídico. En 
este último caso dictará sentencia ajustada a Derecho”. 

 
Y eso es lo que hace el Auto 113/2024, de 2 de octubre de 2024, 

verificar que la nueva resolución administrativa dictada no solo ha dado total 
satisfacción a las pretensiones de la parte demandante en el procedimiento 
contencioso administrativo iniciado por ella, sino que además reconoce que el 
contenido de la misma no infringe manifiestamente el ordenamiento jurídico. 
Verificados dichos extremos, declara concluido el procedimiento judicial por 
satisfacción extraprocesal de las pretensiones del recurrente. 

 
De modo que, en tanto en cuanto el juez no dicta ese auto, el proceso 

judicial sigue pendiente y la satisfacción extraprocesal (en este caso por 
resolución administrativa) no está validada. Mientras el juez no dicta ese auto, 
la resolución administrativa no es definitiva porque, existiendo un proceso 
pendiente, es el juez y no la Administración quien tiene la última palabra sobre 
la nueva resolución. Sólo cuando el juez aprecia la conformidad de tal 
resolución a las pretensiones de la recurrente y al ordenamiento jurídico y, 
consecuentemente, dicta el auto de conformidad, es cuando dicha resolución 
administrativa comienza a desplegar todos sus efectos, y puede entonces 
empezar a computarse el plazo de prescripción. 

 
Cuestión distinta hubiera sido que la nueva resolución, anulatoria de la 

anterior, se hubiera dictado sin existir dicho procedimiento judicial, es decir, 
que todo se hubiese tramitado exclusivamente en el ámbito administrativo. En 
tal caso la nueva resolución sí que tendría efecto inmediato, y sí sería la 
notificación de esa resolución definitiva la que hubiese desplegado todos los 
efectos, incluido el de la prescripción, porque la misma no hubiese necesitado 
de ulterior ratificación. Pero en el caso que nos ocupa, dado que existía un 
procedimiento judicial abierto sobre dicho objeto y la ley establece la 
necesidad de que sea verificado por el juez, es ese el momento de la actio 
nata para el reclamante.  
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Por último, de la lectura del expediente y de su índice se advierte que 

no figuran dentro del mismo ni la resolución sancionadora, ni la que anula la 
misma, desconociéndose los motivos alegados específicamente en esta última 
para dejar sin efecto la primera. Motivos que inciden de lleno en la 
fundamentación para determinar la existencia o no del nexo causal alegado en 
la reclamación patrimonial planteada.  

 
Además, el único informe técnico que figura en el expediente se limita 

a narrar los antecedentes de hecho de la tramitación del expediente 
sancionador, desde su incoación hasta su publicación, pero no se pronuncia 
sobre la posible responsabilidad de la Administración. 

 
En virtud de lo expuesto, al considerar, por una parte, que la propuesta 

de resolución concluye indicando que “concurriendo prescripción, no procede 
analizar si se cumple el resto de requisitos para declarar la responsabilidad 
patrimonial”, y por otra, que al no existir en el expediente la documentación 
necesaria para poder analizar si existen o no todos los elementos para poder 
declarar la misma, este Consejo carece de los elementos necesarios para 
pronunciarse en este momento sobre el fondo del asunto. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
En el estado actual del expediente, no procede emitir dictamen sobre el 

fondo del asunto en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la reclamación presentada por D. yyyy, debido a los 
daños y perjuicios ocasionados en su negocio por las medidas adoptadas en 
un expediente sancionador posteriormente anulado por sentencia judicial. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


